PROYECTO   DE   COMUNICACIÓN

 La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponsa, proceda a informar:

1º -  Si es cierto que en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, bajo la Intervención del Ing. Fernando Bondesío, se procedió a modificar la Planta de Personal Permanente y Contratado, y a efectuar contrataciones de personal transitorio, y en caso afirmativo, se envíe:

a) copia de la documentación que lo autorizó a ello;

b) listado del personal contrado desde el 1º de enero de 2000 al 31 de agosto de 2002, indicando duración original del contrato y renovación/es si las hubiera, cargo de los contratados y monto de sus haberes mensuales.-

c) erogaciones mensuales que durante ese lapso produjeron en la Caja dichas contrataciones.-

2º - Si el Poder Ejecutivo ejerció la facultad que le otorgaron los Artículos 34º de la Ley 11.876, y 26º de la Ley 12.014 por las que se sancionaron los Presupuestos 2001 y 2002, respectivamente, y en tal caso:

a) cuáles fueron las políticas implementadas para disminuir gastos en personal;

b) si hubo personal trasladado hacia la Caja de Jubilaciones y Pensiones, y en tal caso, qué personal y con qué cargo;

c) caso contrario, por qué no se cubrió la supuesta necesidad de personal en la Caja de Jubilaciones y Pensiones con el traslado de personal disponible de otras áreas del Gobierno.-

Señor Presidente:

En el día de ayer, en el programa periodístico “De Radio Somos” que se emite de tarde por Radio Universidad, el periodista Héctor Martín Galiano hizo pública una investigación, por la que denuncia que “amigos y parientes vinculados al poder político santafesino figuran en el listado de personal contratado por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Santa Fe”, y que “a pesar de estar vigente la Ley de Emergencia, Bondesió contrató a más de 60 personas para "cubrir" las áreas de la Caja más sensibles”.-

De ser cierto, sorprende dicha decisión, sobre todo teniendo en cuenta la vigencia de la Ley 11.696, de Emergencia Económica, Financiera y Previsional, que entre otras cosas dispuso la suspensión de “la aplicación de las normas y regímenes estatutarios, escalafonarios o convencionales vigentes en la órbita de los tres Poderes del Estado ... en lo que refiere a la promoción automática de los agentes por el mero transcurso del tiempo” (Art. 4º), y que al declarar “en emergencia el sistema previsional” (Art. 11º), estableció que “todos los beneficiarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia y los que se incorporen en el futuro están sujetos a la retención de una contribución solidaria sobre el total de las pasividades percibidas por cualquier concepto” (Art. 12º), disponiendo asimismo “por el plazo de vigencia de la presente ley, la aplicación de un aporte personal adicional solidario sobre todas las remuneraciones” (Art. 13º).-

Esto es: según el Poder Ejecutivo, el colapso de las finanzas de la Caja obligaba a un aporte compulsivo de los trabajadores activos y pasivos adheridos al sistema, medida ésta tan grave que debería obligar a obrar con suma cautela y prudencia a quienes disponen la inversión de los dineros públicos.-

Asimismo, sendos Artículos de las leyes de los Presupuesto 2001 (34º de la ley 11.876) y 2002 (26º de la ley 12.014), establecieron, con un texto idéntico, que se facultaba “al Poder Ejecutivo a implementar políticas de disminución de gastos en personal a través de sistemas de retiro voluntario, jubilación anticipada o similares, pudiendo asimismo disponer traslados del personal con sus correspondientes partidas presupuestarias”.-

Esto es: si hubiera habido necesidad de reforzar el personal de la Caja de Jubilaciones y Pensiones, existía el marco legal como para, sin lesionar derechos de los trabajadores estatales, cubrir tal necesidad con el correspondiente traslado, sin necesidad de producir erogaciones extras.-

Es más: cuando la semana pasada la Comisión de Presupuesto y Hacienda recibió la visita del Secretario de Finanas, Dr. Miguel Asencio, éste admitió sin rodeos que desde la Caja de Jubilaciones y Pensiones no se habían hecho todos los esfuerzos necesarios para disminuir el abultado déficit previsional.-

En razón de todo ello, entendemos se impone recabar la información oficial pertinente, a los efectos de deslindar responsabilidades sobre una cuestión particularmente sensible ante la opinión pública, como lo es disponer la inversión de la hacienda pública con discrecionalidad y actitud prebendaria a favor de los amigos del poder, prescindiendo de la más elemental racionalidad y transparencia a que obliga la mejor tradición republicana.-

